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Este escrito de impugnación ciudadana  fue presentado ante  la Corte Constitucional en el marco de la revisión de la ley 1354 de 2009 convocatoria de un referendo para introducir una  reforma a la Constitución Política de Colombia que permitiría la segunda reelección presidencial. El proceso culminó con la sentencia C-140 de 2010 que declaró inexequible la ley. Expediente CRF-000003. Magistrado Ponente Antonio Sierra Porto.

 NORMA OBJETO DE CONTROL 
LEY 1354 DE 2009
(Septiembre 8)

Por medio de la cual se convoca a un referendo constitucional y se somete a consideración del pueblo un proyecto de reforma constitucional.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El inciso 1° del artículo 197 de la Constitución Política quedará así:

“Quien haya sido elegido a la Presidencia de la República, por dos periodos constitucionales, podrá ser elegido únicamente para otro período”.

Aprueba usted el anterior inciso:

Si:    ( )

No: ( ) 

Voto en blanco: ( )

Artículo 2°. La presente ley regirá a partir de la fecha de su promulgación.

El Presidente del honorable senado de la República,








Javier Enrique Cáceres Leal

El Secretario General del honorable Senado de la República,








Emilio Ramón Otero Dajud

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,








Edgar Alfonso Gómez Román
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,








Jesús Alfonso Rodríguez Camargo

REPÚBLICA DE COLOMBIA-GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y Cúmplase.
Dada en Bogotá, D.C., a 8 de septiembre de 2009.








ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,








Fabio Valencia Cossio.

Publicada en el Diario Oficial No. 47.466 de 8 de septiembre de 2009.
 COMPETENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL Y PARÁMETRO DE CONSTITUCIONALIDAD  
La Corte Constitucional es competente para ejercer control sobre la ley 1354 de 2009, de conformidad con lo previsto en el artículo 241 numeral 2° de la Constitución Política, que atribuye a dicha corporación la función de “decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a un referendo, o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su formación”. La ley 1354 de 2009 convoca al pueblo a un referendo para reformar la Constitución, por lo tanto la Corte debe decidir sobre la constitucionalidad de esta ley antes del pronunciamiento popular, sólo por vicios de procedimiento en su formación. 

El artículo 379 de la Carta Política establece que “los actos legislativos, la convocatoria a referendo, la consulta popular o el acto de convocación de la asamblea constituyente, sólo podrán ser declarados inconstitucionales cuando se violen los requisitos establecidos en este título”.
ANÁLISIS PROSPECTIVO DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

La interpretación que ha hecho la Corte Constitucional de las disposiciones que delimitan el alcance de su competencia se puede dividir en dos etapas:

Una primera etapa comprendida entre el 29 de abril de 1997 (Sentencia C-222 , M.P. Gregorio Hernandez) , y el 6 de agosto de 2002  (Sentencia C-614, M.P. Rodrigo Escobar Gil). En este lapso la Corporación,  de manera unánime,  considera que “…de acuerdo con el numeral primero del artículo 241 superior a la Corte Constitucional se le ha asignado el control de los actos legislativos pero únicamente por vicios de procedimiento en su formación, es decir, por violación del trámite exigido para su aprobación por la Constitución y el reglamento del Congreso. Disposición ésta que debe leerse en concordancia con lo dispuesto en el art 379, a cuyo tenor los actos legislativos, la convocatoria a referendo, la consulta popular o el acto de convocación de una asamblea constituyente, solo podrán ser declarados inconstitucionales cuando se violen los requisitos establecidos en el título XIII de la Constitución. En este sentido, no compete a la Corte el examen del contenido material de dichos actos reformatorios, en tanto el mandato que se le asigna está referido exclusivamente a los aspectos formales y de trámite”
.  En lo referido al parámetro de constitucionalidad, de manera temprana y reiterada la Corte Constitucional ha sostenido también que hacen parte de él: el título XIII de la Constitución Política, las normas constitucionales que regulan el procedimiento legislativo y la ley orgánica del Congreso (ley 5ª de 1992) en cuanto sus disposiciones sean compatibles con las previsiones de la Carta que regulan el procedimiento de reforma.

Una segunda etapa comprendida entre el 9 de julio de 2003 (Sentencia C-551 M.P. Eduardo Montealegre Lynett)  y el 29 de octubre de 2008 (Sentencia C-1058 , M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). En este lapso,  mediante decisiones no unánimes
, la Corte Constitucional modificó su jurisprudencia  en relación con el alcance de su competencia y el parámetro de constitucionalidad cuando ejerce la función de control frente a actos reformatorio de la constitución o frente a actos intermedios orientados a la aprobación de actos reformatorios de la constitución (i.e. leyes que convocan a un referendo para reformar la Constitución, leyes que convocan a una Asamblea Constituyente para que ésta reforme la Constitución). Las sentencias hito de esta línea jurisprudencial son la C-551 de 2003 M.P. Eduardo Montealegre Lynnet, mediante la cual la Corte  decidió sobre la constitucionalidad de la ley 796 de 2003 de iniciativa gubernamental,  que convocaba a un referendo para reformar la Constitución y la C-1040 de 2005 Magistrados Ponentes Manuel José Cepeda Espinosa, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Humberto Antonio Sierra Porto, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández, mediante la cual dicha Corporación decidió sobre la constitucionalidad del Acto Legislativo 2 de 2004 de iniciativa parlamentaria.  En síntesis, la sub-regla constitucional establecida en esta segunda etapa tiene el siguiente enunciado: “El examen de la Corte recae exclusivamente sobre los vicios de procedimiento en la formación de esa ley, lo cual significa que no le corresponde a esta Corporación efectuar un control de fondo sobre el contenido material de esas reformas. Pero lo anterior no implica que la Corte deba examinar únicamente los pasos de la formación de la ley. El control de la Corte se extiende al estudio de los eventuales vicios de competencia en el ejercicio del poder de reforma, pues la competencia es un pilar y un presupuesto básico tanto del procedimiento como del contenido de las disposiciones sujetas a control de la Corte”. 
Como corolario de lo anterior,  en ésta nueva doctrina de la Corte,  “el parámetro de referencia para el control de constitucionalidad de un acto reformatorio  de la Constitución está integrado por las normas del Título XIII de la Constitución que regulan el respectivo procedimiento; las normas constitucionales y orgánicas que resulten pertinentes en función del mecanismo de reforma constitucional de que se trate, y las normas constitucionales que regulan la competencia en materia de reforma constitucional”C-1040 de 2005.

 Esto plantea, a juicio de la Corte,  la necesidad de definir los alcances del poder de “reformar” la Constitución (artículo 374 C.P), uno de los “requisitos” previstos en el Título XIII de la Carta.  Señaló la Corte en la mencionada Sentencia (C-551 de 2003) que el Congreso está autorizado para reformar pero no para sustituir la constitución. Si so pretexto de reformarla, la sustituyera,  el legislador, poder constituido, excedería su competencia  por lo cual la Corte, en ejercicio de su función de garante de la integridad y supremacía de la Carta,  debería declarar la inconstitucionalidad de tal acto. La doctrina de la “insustituibilidad de la Constitución” emerge entonces como resultado de la doctrina de los “vicios competenciales” pero su contenido y alcance no ha sido construido de manera consistente por la Corte Constitucional como lo evidenció el Procurador General de la Nación en el concepto emitido con motivo del proceso que culminó con la sentencia C-1040 de 2005.  En efecto, en la sentencia C-551 de 2003 la Corte expresa que para hacer el juicio de sustitución “es necesario tener en cuenta los principios que la Constitución contiene, aquellos que surgen del bloque de constitucionalidad”. Ya en la sentencia 1200 de 2003 Magistrados Ponentes Manuel José Cepeda Espinosa y Rodrigo Escobar Gil la Corte matizó el concepto de “sustitución” distinguiéndolo del concepto de “intangibilidad” así: “Los principios de una Constitución son relevantes para establecer el perfil básico de dicha Constitución, pero no son intocables en sí mismos aisladamente considerados. En la sustitución no hay contradicción entre una norma y otra norma sino transformación de una forma de organización política en otra opuesta (de república a monarquía, de democracia a dictadura, de estado de derecho a totalitarismo).” Unas líneas más adelante la Corte define  la sustitución por la “magnitud” y “trascendencia” de los cambios introducidos y al hacerlo introduce un plus de indeterminación y vaguedad al concepto. En el afán de precisar el alcance de su competencia, optó por mencionar aquello que a su juicio desfiguraría el control de sustitución: “(i) tratar la reforma constitucional como una ley de rango infraconstitucional que carece de fuerza jurídica para modificar la Constitución, (ii) elevar principios o reglas a normas intangibles que el órgano constituido titular del poder de revisión no puede tocar o reformar como si la prohibición de sustituir la Constitución equivaliera a la petrificación de una parte de la Constitución, (iii) anteponer al poder de revisión supuestos contenidos normativos supraconstitucionales intocables, (iv) efectuar una comparación entre contenidos específicos de la Constitución original y el contenido de la reforma como si el segundo no pudiera contradecir los primeros al reformarlos, (v) limitarse a señalar la inclusión de excepciones o restricciones introducidas por la reforma a la Constitución original sin analizar si las enmiendas en su conjunto constituyen una modificación de tal magnitud y trascendencia que resulta manifiesto que la Constitución original ha sido remplazada por una completamente diferente dado que las enmiendas representan una sustitución total o parcial de la misma. Para apreciar lo anterior, el juez constitucional puede acudir a los diversos métodos de interpretación para basarse en referentes objetivos, como por ejemplo los antecedentes de la reforma. También puede acudir al bloque de constitucionalidad, en sentido estricto, para delinear el perfil definitorio de la Constitución original, así como a los principios constitucionales fundamentales y su concreción en toda la Constitución original, sin que ello autorice a esta Corte para comparar la reforma con el contenido de un principio o regla específica del bloque de constitucionalidad”.   
En la Sentencia C-970 de 2004 M.P. Rodrigo Escobar Gil la Corte plantea por primera vez un esquema metodológico para el juicio de sustitución de la Constitución. Dice la Corte: “ 1. Como premisa mayor, es necesario enunciar aquellos aspectos definitorios de la identidad de la Constitución que se supone han sido sustituidos por el acto reformatorio. Se trata de un enunciado específico, definitorio de la identidad de la constitución colombiana.
2. Procede luego el examen del acto acusado, para establecer cuál es su alcance jurídico, en relación con los elementos definitorios identificadores de la constitución a parir de los cuales se han aislado los parámetros normativos de control. 3. Al contrastar las anteriores premisas con el criterio de juzgamiento que se ha señalado por la Corte, esto es, si la reforma remplaza un elemento definitorio identificador de la constitución por otro integralmente diferente, será posible determinar si se ha incurrido o no en un vicio de competencia.” Este esfuerzo argumentativo para imprimir claridad al método en la realización del juicio de sustitución resulta a todas luces inútil, ya que la Corte no avanza en la definición de los “aspectos definitorios de la identidad de la Constitución”. La premisa mayor, parámetro normativo para hacer el juicio de sustitución,  es una fórmula vacía que puede ser colmada con cualquier contenido, con lo cual el método propuesto no cumple el propósito de ofrecer un criterio objetivo a los ciudadanos, a las autoridades ni a la misma Corte para aplicar su propia doctrina. 
Finalmente, en la sentencia C-1040 de 2005 la Corte expresa:  “Así entendido el problema, es claro que se necesita avanzar en la precisión de los criterios que permiten establecer cuando una reforma adoptada sin participación directa del pueblo puede tenerse como una sustitución de Constitución, que es lo que la Corte ha venido haciendo en las sentencias C-1200 de 2003, C-572, C-970 y C-971 de 2004. De este modo, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional uniforme sobre la materia, una alteración del principio del Estado Social de Derecho que comporte suprimirlo por completo o remplazarlo por otro integralmente distinto u opuesto, sería una sustitución de Constitución. Sin embargo, dentro de la misma línea jurisprudencial, no toda alteración del principio del Estado Social puede tenerse como una sustitución de Constitución, porque el concepto, en sus distintos componentes, admite matices y diferentes aproximaciones.

A este respecto, por ejemplo, otro elemento que se ha tomado como definitorio de la identidad de la Constitución de 1991 es el principio de separación de los poderes. Pero es claro que dicho principio admite diversidad de formulaciones, todas compatibles con el postulado básico definitorio de la identidad de la Constitución. Así, no toda modificación de la manera como en un momento se configuró el principio en la Constitución puede tenerse como una sustitución de la misma. Sobre este particular, de manera expresa, se dijo por la Corte en la Sentencia C-551 de 2003 que “conforme  a lo anterior, el régimen presidencial, con períodos fijos, establecido por la Constitución colombiana, es una de las posibles formas de gobierno de los sistemas democráticos constitucionales. Es entonces perfectamente viable que por medio de un referendo, el pueblo decida modificar esa forma de gobierno a fin de transitar hacia un régimen parlamentario, o hacia otras formas de gobierno, que permitan, por medio de reglas y procedimientos preestablecidos, reducir o ampliar el período de los funcionarios electos. Un referendo de ese tipo sería constitucionalmente legítimo, pues somete a la consideración del pueblo un conjunto de normas constitucionales destinadas a regular una nueva forma de régimen político y una relación distinta entre los ciudadanos y los funcionarios elegidos. Es pues una típica reforma a la Carta, como norma fundamental que gobierna la vida de una sociedad y establece los derechos de las personas y las estructuras fundamentales de las instituciones. Esa situación no suscita entonces mayores discusiones constitucionales.” Así, en el ámbito de la Sentencia C-551 de 2003, sería posible introducir, con la participación del pueblo, una alteración importante al principio de separación de poderes, sin que eso fuese una sustitución de Constitución y el elemento definitorio de la identidad de la Constitución se situaría en un nivel distinto y más general, cual es el de forma de gobierno propia de un sistema democrático constitucional”….”De esta manera, resulta posible introducir reformas sustanciales a la Constitución, que alteren su estructura básica o los principios fundamentales en ella contenidos, pero que puedan, sin embargo, entenderse como incorporadas a ella. Cuando se produce una sustitución, total o parcial de la Constitución, las nuevas instituciones resultan de tal modo incompatibles con la Constitución anterior que unas y otra no pueden coexistir en el tiempo y en el espacio”.
Una primera observación es que el grado de predecibilidad de las decisiones de la Corte Constitucional se reduce y correlativamente la indeterminación ex - ante de las normas constitucionales aumenta, en la medida en que las sub-reglas constitucionales por ella producida son matizadas o  modificadas con motivo de la revisión de los nuevos actos reformatorios de la Carta sometidos a su control, lo cual afecta el principio stare-decisis horizontal y dificulta el control ciudadano ante la inexistencia de parámetros normativos estables que sirvan como referente para plantear los juicios de inconstitucionalidad. 

En segundo lugar, aunque seductora, esta concepción sustancialista de la Constitución, que subyace en la doctrina de su “insustituibilidad”  ha transitado durante los últimos 6 años,  de la imposibilidad de modificar principios que hacen parte del bloque de constitucionalidad
, a la plausibilidad de hacerlo (por ejemplo el Estado social de Derecho o el principio de separación de poderes) en tanto y en cuanto se mantengan los elementos definitorios de su identidad
. Elementos  que no han sido precisados por la Corte Constitucional   o han sido descartados por la Corporación, cuando, con buenos argumentos,  han sido planteados por los ciudadanos
. La inconsistencia de la doctrina de la Corte y  la indeterminación de los que a su juicio constituyen elementos definitorios de la identidad de la Constitución, hacen de ella un instrumento inane para efectos de la función de garantía de la supremacía de la Carta. La exigencia en la carga argumentativa  es de tal magnitud y los elementos ofrecidos por la Corte para la construcción de tales argumentos son de tal vaguedad que ninguna demanda o cualquier demanda por sustitución está llamada a prosperar. De otra parte, a partir de los ejemplos de sustitución citados en las sentencias C-551 de 2003 y C-1040 de 2005, se puede concluir que a la Corte Constitucional le preocupa que por la vía de la reforma transitemos de la democracia a la dictadura. Pues bien,    ningún poder constituido, por razones estratégicas,  anunciaría  en el texto constitucional el paso de la democracia a la dictadura. La sustitución, o si se quiere, la mutación de la Constitución de 1991, el desmantelamiento del Estado social y democrático y de derecho, atribuible a diferentes actores, sectores políticos, sociales y económicos, organizaciones delincuenciales, agentes y autoridades del Estado, viene ocurriendo desde el momento mismo de la entrada en vigencia de dicha Constitución, al punto que es difícil sostener que  el Estado colombiano es un estado constitucional en el sentido que suele ser utilizada la expresión por las diferentes corrientes del neo-constitucionalismo.  La defensa de la constitución del Estado entendida como status político total, concierne a todos los miembros de la comunidad política y es responsabilidad de todos asegurar su cumplimiento,  aunque en términos reales tienen  mayor grado de responsabilidad  quienes disponen de mayor poder para vulnerarla. Esta precisión resulta necesaria para explicitar el papel fundamental pero limitado de la Corte Constitucional en la defensa de la Constitución en la medida en que a ella compete de manera importante pero no exclusiva la defensa de la Constitución. Ello es así  porque la naturaleza del control que ella ejerce es jurisdiccional  y porque ciertos embates contra la Constitución no pueden ser materialmente contenidos en instancia judicial. Esto no significa que la función de la Corte sea deleznable, a ella corresponde en relación con los actos reformatorios de la Constitución y en relación con los actos intermedios orientados a la aprobación de una reforma de la constitución (leyes que convocan a un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la constitución),  garantizar el principio de regularidad, actuar como  garante de la Constitución material, en el sentido kelseniano de la expresión, esto es garantizar el acatamiento a las normas que regulan la producción de normas generales. En última instancia, el control por vicios de procedimiento significa  defensa de la democracia en algunas de sus más significativas reivindicaciones: el acatamiento de las reglas preexistentes, la racionalidad en el ejercicio del poder, el respeto por los derechos de las minorías, la deliberación y la argumentación como presupuesto necesario de las decisiones de la mayoría
. 
El parámetro normativo de la Corte Constitucional es la Constitución y la Constitución habla por la boca de la Corte Constitucional. Este círculo ineluctable de auto-referencialidad  demanda de ésa alta Corporación una evaluación crítica de su quehacer, una imposición a sí misma de límites que aseguren el ejercicio equilibrado de su propio poder.   La teoría de los vicios competenciales, en el régimen constitucional colombiano,  solo podría ser entendida como sujeción a las normas constitucionales que establecen reserva de competencia en favor del legislador  (por ejemplo cuando produce la ley que convoca al referendo para reformar la Constitución)  y como sujeción a las normas constitucionales que establecen reserva de competencia en favor de otra fuente. De tal manera que la Corte tendría que declarar la invalidez, por incompetencia material, de todo acto legislativo que produjese el Congreso durante el periodo de sesiones de la Asamblea Constituyente, o de un decreto gubernamental que convocara al pueblo para votar un referendo reformatorio de la Constitución. 

En su sentencia C-588 de 2009, la Corte Constitucional reelabora, o si se quiere, aplica con mayor laxitud la doctrina de los “vicios competenciales y de insustituibilidad de la Constitución” quebrantando los elementos esenciales del precedente. Esta providencia   podría ser hito en una tercera etapa jurisprudencial si se consolida,  ya que abiertamente la Corporación  hace un juicio de control material de constitucionalidad del Acto Legislativo 1 de 2008,  lo cual significa vulneración del precedente establecido por la misma Corte y vulneración de la Constitución Política que no autoriza el control por vicios materiales, tal como lo reitera en su salvamento de voto el Magistrado Antonio Sierra Porto.
PARÁMETRO DE CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 1354 DE 2009
En estricto sentido, no existe un precedente que pueda ser citado como antecedente jurisprudencial al analizar la constitucionalidad de la ley 1354 de 2009, ya que es la primera vez que se produce una ley de convocatoria a un referendo para reformar la constitución, cuya iniciativa es ciudadana. No obstante, en lo que resulte compatible, es pertinente tener en cuenta la jurisprudencia que ha producido la Corte Constitucional con motivo del control sobre actos legislativos aprobados por el Congreso y sobre la ley 796 de 2003 mediante la cual el Congreso, a iniciativa del Gobierno, convocó al pueblo a un referendo para reformar la Constitución. 

En la sentencia C-551 de 2003 la Corte señaló como parámetro de constitucionalidad de las leyes que convocan a un referendo para reformar la Constitución: El título XIII de la Constitución política, las disposiciones de la Constitución que regulan el procedimiento legislativo, la ley orgánica del congreso (ley 5ª de 1992), y la ley estatutaria de mecanismos de participación ciudadana (LEMP 134 de 1994) en aquellas de sus disposiciones pertinentes para determinar el cumplimiento de los requisitos constitucionales de aprobación de la ley que convoca a un referendo. Adicionalmente, y como consecuencia de la introducción de la doctrina de los “vicios competenciales” serían relevantes también las normas que establecen la competencia del Congreso en relación con la aprobación de las leyes que convocan a un referendo para reformar la Constitución.  A nuestro juicio,  el estudio de constitucionalidad debe circunscribirse a la verificación del cumplimiento de los requisitos de procedimiento, esto es para el caso que nos ocupa, verificación del acatamiento de las normas fundamentales o materialmente constitucionales que regulan el procedimiento para la formación de las leyes, y en particular de las leyes de iniciativa ciudadana que convocan a un referendo para reformar la Constitución que constituyen una pieza normativa en el proceso complejo que inicia con la iniciativa ciudadana regulada por la LEMP (L 134 de 1994) y  concluye con el sometimiento del texto aprobado por el Congreso al pronunciamiento popular, previo pronunciamiento de la Corte Constitucional competente para decidir sobre la constitucionalidad de la ley antes de que el pueblo se pronuncie. Con todo respeto anunciamos entonces que de manera deliberada omitiremos mencionar en este apartado aquellos aspectos de la jurisprudencia de la Corte Constitucional referidos a los denominados “vicios competenciales” e “insustituibilidad” de la Constitución, ya que ellos conducen al análisis material del acto en cuestión y a nuestro juicio la Corte carece de competencia para pronunciarse sobre ello.
La Corte Constitucional precisa en la citada sentencia C-551 de 2003  que:

 “- No toda infracción de las disposiciones del reglamento provoca la inconstitucionalidad de la ley de referendo. Únicamente las violaciones del Título XIII y de la Carta o de aquellas disposiciones del Reglamento del Congreso y de la Ley Estatutaria de la Participación Ciudadana que desarrollen estrecha y directamente principios y valores constitucionales, y en particular los requisitos establecidos por el Título XIII de la Carta, representen vicios susceptibles de provocar la inconstitucionalidad de la ley de referendo (artículo 379 de la Constitución).”  
“- El control de la Corte se extiende también al examen de la presentación del texto del proyecto de reforma constitucional incorporado a la ley, pues conforme al artículo 378 de la Carta, esta Corporación debe examinar si la presentación del texto sometido a la aprobación del pueblo asegura o no la libertad del votante.”  

“- La ley de referendo es entonces una  ley convocante a un referendo aprobatorio, que incorpora un proyecto de reforma constitucional, que puede ser aprobado por la ciudadanía, y en ese sentido la expedición de la ley es uno de los pasos de la reforma constitucional. La ley convocante no es asimilable a un acto legislativo ni pierde su naturaleza de ley por inscribirse dentro de un proceso encaminado a la reforma de la Constitución”. 

“- La naturaleza de la ley de referendo como ley convocante significa que su trámite en el Congreso puede contar con ciertas exigencias particulares establecidas principalmente en el artículo 378 de la Constitución y en otras disposiciones orgánicas o estatutarias pertinentes. Sin embargo, la ley de referendo es de todos modos una ley, y por ello le son aplicables todas las normas y principios que gobiernan la formación de las leyes, y debe cumplir todos los pasos de la formación de las leyes, salvo que expresamente la propia Constitución establezca requisitos particulares, o que su naturaleza de ley convocante implique inequívocamente que una determinada regla constitucional sobre la formación de las leyes no se le aplica, o adquiere en ella características particulares.”

“- Lo anterior significa que no se aplican a la ley de referendo las exigencias particulares de los actos legislativos contenidos en una norma diferente que regula un mecanismo distinto de reforma de la Constitución (artículo 375 CP)”.

“- La Constitución establece las siguientes exigencias particulares sobre la ley de referendo de origen gubernamental: (i) la reserva de iniciativa en favor del Gobierno, (ii) la aprobación por mayoría absoluta de los miembros de ambas cámaras, (iii) la forma especial de redacción de las preguntas para garantizar la libertad del elector y (iv) que los proyectos de reforma constitucional que dicha ley contiene no reforman per se las disposiciones de la Carta, ya que no han sido aprobados aún por la ciudadanía.”  

“- Fuera de las anteriores particularidades, la ley de referendo está sometida a los trámites ordinarios de cualquier proyecto, y por ello es posible recurrir, en su trámite, al mensaje de urgencia y al debate conjunto en las comisiones permanentes de ambas cámaras, porque así lo autoriza la Constitución para todos los proyectos de ley. Por las mismas razones, es también posible que el Gobierno convoque a sesiones extraordinarias para debatir y eventualmente aprobar una ley de referendo.”

“- Como toda ley, la ley de referendo debe respetar la regla de unidad de materia. Ella implica que una ley que convoca un referendo no puede tratar asuntos diversos a la convocatoria del referendo pues es una ley convocante; la unidad de materia está entonces dada por el hecho de que es una ley que pone en marcha un referendo destinado a reformar la Constitución. Esa ley sólo puede incluir los contenidos destinados a convocar al pueblo para aprobar una reforma constitucional, y por ello no puede incorporar reformas legales, ni contenidos extraños a la convocación a la ciudadanía para aprobar o rechazar una reforma constitucional.”
“- La unidad de materia de la ley convocante no excluye, sin embargo, que proyecto de reforma constitucional a ella incorporado pueda versar sobre distintos asuntos constitucionales, por cuanto toda Constitución contiene regulaciones sobre temas diversos, y el referendo pretende reformar la Constitución. La unidad de materia del referendo es la reforma de la Constitución.”
“- La permisión de referendos multitemáticos y su relación con el principio de publicidad implican ciertas restricciones a las posibilidades de adiciones gubernamentales al proyecto originario. En efecto, si el Gobierno incorpora en el curso de los debates temas que no tienen vínculos razonables con la materia del proyecto originario, el principio de publicidad es vulnerado, pues el tema no habría sido nunca publicado, con su correspondiente exposición de motivos, antes de dársele curso en la comisión respectiva (CP art 157). Por el contrario, si esas adiciones corresponden a los temas inicialmente planteados, no habría afectación del principio de publicidad, pues el tema ya fue publicado en el proyecto originario.”  

“- En la ley de referendo, la iniciativa gubernamental para presentar temas nuevos se agota entonces con la presentación del proyecto, pues en ese momento quedan fijados los límites y el marco temático del referendo.”
“- Fijado ese marco temático, no se pueden introducir nuevos temas ni por el Gobierno ni por el Congreso. En caso de que el Gobierno desee introducir otro tema, debe presentar un nuevo proyecto.” 

“- La iniciativa gubernamental no implica la “intangibilidad” del proyecto presentado. Las cámaras pueden modificar las regulaciones propuestas por el Gobierno dentro del temario propuesto, sin necesidad de aval del Gobierno, pero carecen de competencia para introducir disposiciones sobre temas distintos a los abordados en la iniciativa gubernamental. El proyecto presentado por el gobierno delimita el ámbito de las modificaciones legítimas al articulado propuesto. No se pronuncia la Corte sobre si un proyecto de ley convocante a un referendo presentado por los ciudadanos está sometido a este mismo régimen.”
“- En las etapas previas a la ponencia, pueden introducirse observaciones y propuestas de modificación. A medida que se avanza en el debate, se van cerrando las posibilidades de cambio en razón a los principios de consecutividad e identidad del proyecto.”
“- Las modificaciones que se realicen dentro del marco temático establecido por la iniciativa gubernamental no necesitan ser publicadas en la Gaceta del Congreso, pues la Carta exige la publicación del proyecto, pero no la de cada una de las modificaciones al mismo.”
“- La Constitución ha establecido una protección especial y reforzada de la libertad del votante en los referendos constitucionales, la cual cumple una función imprescindible: garantizar la libre formación de la voluntad política de la ciudadanía y por ende la legitimidad de la decisión popular en el referendo.”
“- La  consagración explícita en el artículo 378 superior, que hace parte del Título XIII, de ese mandato de protección de la libertad del elector implica no sólo que una afectación de esa garantía representa un vicio de inconstitucionalidad de la ley de referendo. Además, la defensa de esa garantía exige tener como parámetros de constitucionalidad para el examen del texto que será sometido a referendo las normas del Reglamento del Congreso y de la LEMP que estrecha y directamente desarrollen esa garantía a la libertad del elector en el referendo.” 

“- El artículo 378 superior no se limita a repetir las garantías generales del derecho al sufragio –como su carácter igualitario, universal y secreto-, sino que se orienta específicamente a la forma de presentación del articulado sometido a la consideración del pueblo pues establece que el temario debe estar redactado de manera tal que el elector pueda escoger separada y libremente lo que apoya y lo que rechaza. Y esto implica que el control ejercido por esta Corte, si bien se contrae al examen de los eventuales vicios de procedimiento en la formación de la Ley 796 de 2003, recae también, y de manera inevitable, sobre el texto mismo de la ley, pues esta Corporación debe examinar si la presentación del articulado sometido a la aprobación del pueblo asegura o no la libertad del votante.”  

“- La protección de la libertad del elector implica una “doble exigencia de claridad y lealtad” en la redacción del referendo para evitar manipulaciones, engaños o confusiones sobre lo decidido por el pueblo.”
“- La doble exigencia de lealtad y claridad no excluye que un referendo incorpore artículos de una cierta dificultad técnica, sobre temas complejos, siempre y cuando su redacción no sea evidentemente equívoca. Cualquier otra tesis implicaría atribuir una minusvalía intelectual a los ciudadanos y que existen materias que estarían vedadas para ser reformadas por referendo constitucional,  debido a su dificultad técnica, cuando la Carta no establece esa excepción.”  

“- Un referendo también puede contener preguntas compuestas, si el Congreso pretende la aprobación de una regulación sistemática de una materia; y es que, en algunos casos habida cuenta de la finalidad de la reforma propuesta, desagregar y subdividir los contenidos de un proyecto de reforma puede hacer peligrar la unidad y coherencia de la Carta y de las reformas propuestas.” 

“- Las disposiciones compuestas de varios elementos violan la libertad del elector y desconocen la exigencia de claridad y lealtad cuando incorporan elementos completamente extraños al tema o institución propuesta, esto es, regulaciones que no tengan vínculos de conexidad lógica o sistemática con la reforma propuesta.” 

“- La incorporación en el texto de un referendo de notas introductorias (título y pregunta) al artículo sometido a consideración del pueblo es inconstitucional; algunas de esas notas (i) están redactadas de manera que inducen una respuesta afirmativa en el votante, o (ii) dan una información incompleta del sentido del artículo a ser aprobado, (iii) o realmente no es evidente el vínculo entre el propósito enunciado en la pregunta y el texto a ser aprobado. Esos defectos derivan de problemas estructurales más profundos, que hacen inviables esas notas en un referendo. Estas dificultades son básicamente (i) la imposibilidad de una formulación totalmente imparcial u objetiva de preguntas relacionadas con textos normativos, (ii) la inocuidad de una nota introductoria que realmente refleje el contenido normativo integral del texto a ser aprobado, (iii) la posibilidad de desnaturalización del mecanismo de participación mediante la incorporación de preguntas y (iv) los problemas normativos ulteriores que suscitaría la aceptación de esos encabezados en un referendo.” 

“- La previsión de la casilla de voto en blanco será entonces declarada inexequible, sin que dicha determinación contradiga la cosa juzgada de la sentencia C-180 de 1994, que declaró exequible el artículo 41 de la LEMP, que prevé el voto en blanco en las tarjetas electorales para referendo, habida cuenta de que en este caso las especificidades de un referendo constitucional heterogéneo y multitemático requieren interpretar armónicamente la LEMP y la Constitución. En este aspecto, debe privilegiarse el artículo 42 de ese cuerpo normativo, que regula específicamente el diseño de la casilla del referendo constitucional y desarrolla más adecuadamente el artículo 378 constitucional.”

“- En cada una de las reformas propuestas, las autoridades electorales, para determinar si la reforma propuesta fue o no aprobada, deberá verificar si ésta (i) obtuvo o no más de la mitad de los votos, y (ii) si el número total de votos a favor o en contra de esa propuesta supera o no la cuarta parte de los sufragios posibles, conforme al censo electoral.”   
Resaltamos que las anteriores reglas establecidas en la sentencia C-551 de 2003, se produjeron en el contexto de la revisión de una ley de iniciativa gubernamental que convocaba a un referendo para reformar la constitución. Considerando que la ley que hoy nos ocupa es de iniciativa ciudadana, todos aquellos aspectos de la jurisprudencia que hacen referencia a la iniciativa gubernamental no son pertinentes para analizar la ley 1354 de 2009, así como tampoco la doctrina relacionada con la imposibilidad de incluir la casilla del voto en blanco, ya que en esta oportunidad el texto sometido a consideración ciudadana no es pluritemático. En cambio es necesario incluir otros elementos normativos relevantes para la realización del juicio de constitucionalidad, justamente por el origen ciudadano de la ley 1354 de 2009. Dicho referente normativo es el previsto en la ley estatutaria de los mecanismos de participación ciudadana (ley 134 de 1994), en aquellas disposiciones que resulten pertinentes para verificar si la iniciativa ciudadana se adelantó conforme al procedimiento previsto para ese efecto. Dichas normas suelen ser calificadas como “interpuestas”, ya que ocupan un lugar intermedio entre la Constitución y la ley,  la verificación de la constitucionalidad de la ley, pasa por el acatamiento de leyes a las que la Constitución reenvía (inciso 2° artículo 103 de la C.P.) y cuya vulneración implica vulneración de la misma Constitución, porque hacen parte de lo que la doctrina y la jurisprudencia denominan “bloque de constitucionalidad en sentido lato”.  La ley 134 de 1994 tiene el status de norma interpuesta y por lo tanto es relevante  para efectos del juicio de constitucionalidad que debe hacer la Corte. La ley 134 de 1994 tiene el carácter de ley estatutaria (artículo 152 literal d) C.P. El juicio de compatibilidad entre la ley 1354 de 2009 y lo dispuesto por los artículos 374, 378 y 379,  solo puede ser realizado, en lo que concierne al referendo, mecanismo constitucional de participación ciudadana, verificando el acatamiento de los ciudadanos y funcionarios competentes de las normas que regulan el procedimiento para que la iniciativa legislativa avance en su iter ante el Congreso. Esta etapa, sometida a regulación estatutaria,  debe surtirse con estricto cumplimiento de lo dispuesto en dicha ley y la regularidad de dicha actuación es presupuesto necesario para que la ley pueda ser discutida y eventualmente aprobada por el Congreso. Como parámetro de constitucionalidad, son relevantes, entre otras, las siguientes disposiciones:
	LEY 134 DE 1994 
	OBJETO DE REGULACION

	ART. 1°
	Delimita el objeto de la ley.

	ART. 3°
	Define el referendo

	ART. 5°
	Define el referendo aprobatorio

	TÍTULO II
	Regula la inscripción y trámite de las iniciativas legislativas y de la solicitud 
del referendo.

	CAP I ARTS. 10-15
	Inscripción 

	CAP II ARTS. 16-27
	Trámite

	TÍTULO III arts. 28-31
	Iniciativa legislativa y normativa ante corporaciones públicas.

	TÍTULO IV 
	De los referendos

	CAP. 1 ARTS. 33 Y 34
	Referendo constitucional – convocatoria

	CAP. 2 ARTS 38 y 40
	La campaña del referendo

	CAP 4 ARTS 41-49
	Votación y adopción

	TIT X ARTS 91-98
	Divulgación institucional, publicidad y contribuciones.

	TIT XII ARTS 105-108
	Apropiaciones presupuestales, remisión a normas electorales, declaración de resultados, informes de la registraduría


En relación con las normas constitucionales, además de los artículos 374, 378 y 379 resultan pertinente para realizar el juicio de constitucionalidad de la ley 1354 de 2009 las siguientes disposiciones que regulan el procedimiento para la formación de las leyes: los artículos 154, 157, 158, 159, 160, 161163, 165, 166, 168, 169 de la C.P.: los artículos 138 y 149 que establecen las reglas para las reuniones del congreso y las consecuencias jurídicas que se derivan del ejercicio de las funciones de la rama legislativa por fuera de las condiciones constitucionales. Si la ley es de iniciativa ciudadana como en el caso que nos ocupa, constituyen también referente normativo: el artículo 40 numeral 5 que establece la iniciativa legislativa ante corporaciones públicas como expresión del derecho a participar en el ejercicio y control del poder política;  el artículo 103 del capítulo 1 del título IV, que enuncia el referendo como mecanismo de participación ciudadana, y el inciso cuarto del artículo 3° del A.L. 1 de 2003, vigente a la época de inscripción y trámite de la iniciativa legislativa ciudadana que defiere a la ley la limitación del monto de los gastos, que los partidos, movimientos o candidatos puedan realizar en las campañas electorales, así como la máxima cuantía de las contribuciones privadas. 
En relación con las normas de la Ley Orgánica del Congreso, son aplicables todas las normas que regulan el procedimiento de la formación de las leyes ordinarias compatibles con las normas que regular el procedimiento de formación de las leyes que convocan a un referendo para reformar la Constitución, en particular en lo referido a la mayoría exigida en el artículo 378 y la presentación del texto que se somete a consideración de los ciudadanos conforme con la garantía de la libertad del elector en los términos desarrollados por la Sentencia C-551 de 2003, las normas constitucionales del título XIII prevalecen sobre las reglas que regulan la formación de otras leyes. De todas formas es necesario precisar, como lo ha reiterado la Corte Constitucional ,  que no toda infracción de las reglas de la ley orgánica, configuran vicios insubsanables que conduzcan a la declaratoria de inconstitucionalidad de la ley. Es necesario que su vulneración  implique vulneración de los valores y principios constitucionales que sustentan el procedimiento constitucional de aprobación de este tipo de leyes y que las irregularidades a juicio de la Corte Constitucional sean de tal entidad que afecten de manera irreparable la validez del acto en cuestión. Aquí es pertinente tener en cuenta como parámetro de constitucionalidad, las reglas que la Corte ha construido en desarrollo de lo previsto en el parágrafo del artículo 241 de la Constitución
.    
LA LEY 1354 DE 2009 ES INCONSTITUCIONAL POR VICIOS DE PROCEDIMIENTO EN SU FORMACIÓN
Por tratarse de una ley de iniciativa ciudadana, el control de constitucionalidad obligatorio que debe hacer la Corte constitucional cubre las actuaciones desplegadas por los ciudadanos y por los funcionarios competentes en la etapa de inscripción, trámite y campaña previas a su inscripción ante la Secretaría de cualquiera de las Cámaras, así como los trámites surtidos en el Congreso hasta su aprobación, sanción y publicación en Diario Oficial. En la etapa previa al trámite propiamente legislativo, dicho control opera de manera automática, integral y limitado a los vicios de procedimiento. Las actuaciones posteriores de  votación y adopción o rechazo de la reforma sometida a consideración de los ciudadanos, son objeto de control contingente, si el acto legislativo resultado del proceso complejo que inició con la iniciativa ciudadana, es demandado en acción pública de inconstitucionalidad dentro del año siguiente a la publicación del decreto que adopta el pronunciamiento popular, únicamente en relación con las actuaciones ocurridas a partir del día siguiente  a la fecha en que se produjo  la sentencia que declaró la constitucionalidad de la ley que convoca al referendo, y por las razones que plantee el demandante,  ya que la actuación anterior, en principio, queda amparada por la institución de la cosa juzgada constitucional. Esta doctrina fue sentada por la Corte Constitucional con motivo de las demandas de inconstitucionalidad incoadas por los ciudadanos contra el acto legislativo 1 de 2004. En tal sentido las sentencias C-773 de 2004 y C-1121 de 2004. Ésta última señaló:
“Así entonces cabe precisar, que la reforma constitucional por vía de referendo está conformada por diversas etapas que deben ser agotadas de manera sucesiva, en las cuales interviene no solo el Congreso de la república, expidiendo la ley que convoca al referendo, sobre la cual debe surtirse automáticamente el control de constitucionalidad, sino además, las autoridades que conforman la Organización Electoral; los ciudadanos que se pronuncian mediante el voto afirmativo, en número exigido por la Constitución; y finalmente, el Presidente de la República a quien le corresponde sancionar y publicar el acto legislativo respectivo. 

Se trata por tanto de un acto jurídico complejo, en cuanto a su formación, por cuanto requiere de la intervención de diversas autoridades públicas. Todas estas actuaciones concurren a la conformación final del acto reformatorio de la constitución y constituyen pasos necesarios del trámite de reforma constitucional vía referendo, sobre los cuales corresponde a la Corte Constitucional ejercer el control de constitucionalidad. 

Así las cosas, en lo que concierne a la Corte, ésta debe ejercer un control de constitucionalidad reforzado en el sentido de que, por mandato del numeral segundo del artículo 241 de la Carta Política, debe examinar que durante el trámite de aprobación que surtió en el Congreso de la República la ley mediante la cual se convoca a un referendo no se haya incurrido en un vicio de carácter constitucional, control que se caracteriza por ser previo al pronunciamiento popular, automático, integral, concentrado,  participativo y definitivo, en los términos de la sentencia C-551 de 2003. Y, por virtud del numeral primero del citado artículo 241 constitucional, la Corte es competente para ejercer un control judicial, por vía de acción pública de inconstitucionalidad, contra el acto reformatorio de la Constitución, por vicios de procedimiento en su formación, a partir de la sentencia de control de constitucionalidad sobre la ley convocante expedida por el Congreso y hasta la promulgación del acto legislativo por parte del Presidente de la República.

Es decir, es competente la Corte para conocer de todos los actos expedidos por las autoridades públicas que, según su competencia, tuvieren que intervenir en el complejo procedimiento de reforma constitucional por ésta vía, como actos propios del trámite de reforma constitucional. Sin lugar a dudas, contrario a lo que sostienen algunos intervinientes, una interpretación sistemática de la Carta Política evidencia que ninguna otra autoridad judicial es competente para pronunciarse acerca de la existencia o no de un vicio de forma durante el trámite de adopción del acto legislativo adoptado vía referendo. Por lo tanto, si la propia Constitución le entregó a la Corte Constitucional la competencia para conocer sobre la constitucionalidad de los actos legislativos, cualquiera sea su origen, por vicios de procedimiento en su formación, tratándose de un referendo entonces, las diversas etapas que concurren a la formación final del acto legislativo no pueden ser consideradas de manera individual y aislada del procedimiento constitucional, sino que se trata de unos actos jurídicos que integralmente forman parte de un procedimiento complejo de reforma constitucional. Así las cosas, los actos de trámite que culminan con un acto legislativo, no pueden ser controlados de manera separada por la jurisdicción contencioso administrativa.”
Ahora bien, si el  acto jurídico complejo que concluye con la aprobación o rechazo de un texto de reforma constitucional, es desencadenado por los ciudadanos, tales actuaciones previas al trámite en el Congreso, desplegadas por autoridades electorales y ciudadanos, son objeto también de control por la Corte Constitucional de manera concentrada, automática, integral y sobre los vicios de procedimiento, y no de manera separada por la jurisdicción contencioso administrativa, ya que si la propia Constitución le entregó a la Corte constitucional la competencia para conocer de la constitucionalidad de las leyes que convocan a un referendo para reformar la Constitución, cualquiera sea su origen, las diversas etapas que concurren a la formación inicial de la ley que convoca el referendo, no pueden ser consideradas de manera individual y aislada del procedimiento constitucional, sino que se trata, mutatis mutandi, de unos actos jurídicos que integralmente forman parte de un procedimiento complejo de reforma constitucional. Así las cosas los actos de trámite previos a la radicación del proyecto de ley de iniciativa popular en la Secretaría General de alguna de las Cámaras, no pueden ser objeto de control por la jurisdicción contencioso administrativa.
CARGOS DE INCONSTITUCIONALIDAD POR VICIOS DE PROCEDIMIENTO DE LA LEY 1354 DE 2009

Hecha esta precisión que fundamenta la competencia de la Corte Constitucional para controlar las actuaciones previas a la radicación del proyecto de ley ante el Congreso,  procedemos a formular los siguientes cargos de inconstitucionalidad:
La organización electoral, y concretamente, el Consejo Nacional Electoral  no certificó, ni a la fecha ha certificado, el cumplimiento de los requisitos exigidos para la realización del referendo, en particular los referidos al cumplimiento de lo previsto en los artículos 97 y 98 de la ley 134 de 1994, Estatutaria de la participación ciudadana, que establecen la prohibición de exceder el monto máximo de dinero privado que puede ser gastado en cada una de las campañas y la prohibición de exceder el monto de las contribuciones individuales de conformidad con los valores fijados en el mes de enero de cada año por el Consejo Nacional Electoral. 

En comunicación DRN-580, de 13 de octubre de 2009, publicada en la página web de dicha entidad,  el Registrador Nacional del Estado Civil presentó a solicitud del Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, un informe detallado del trámite de la iniciativa ciudadana de la ley 1354 de 2009. En dicho informe se precisa que el Registrador certificó, de conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la ley 134 de 1994, el cumplimiento del requisito constitucional y legal de la presentación de respaldos de número de ciudadanos no menor al 5% del censo electoral que apoyan la solicitud de referendo, por medio de la cual se pretende la “reforma al inciso 1° artículo 197 de la Constitución Política” 

En relación con el acatamiento de los promotores del referendo de los límites previstos en los artículos 97 y 98 de la ley 134 de 1994, transcribe el registrador el texto de la Resolución 0067 de 30 de enero de 2008 mediante la cual el Consejo Nacional electoral en su artículo primero  fijó en $334.974.388 el monto máximo de dinero privado que puede ser gastado en cada una de las campañas relacionadas con los mecanismos de participación ciudadana del orden nacional, departamental distrital y local, durante el año 2008. En el artículo 2° se estableció que la cuantía máxima para promover la recolección de firmas que pueden invertir  las personas naturales o jurídicas de derecho privado en los mecanismos de participación ciudadana que se adelanten en el año 2008, no pueden superar el 1% de los montos establecidos  en el artículo primero de la misma resolución. 
El balance presentado por los promotores del referendo a la Registraduría registra un total de gastos por el valor de $2.046.328.135.81, que a todas luces excede el monto máximo de dinero privado que podrá ser gastado en la campaña. El consolidado de aportes individuales que registra el balance es de $142.870 En la página 21 del informe, la desagregación por contribuyente de dichos valores permite concluir que cada uno de ellos excedió el límite fijado en el artículo 2 de la mencionada resolución. Por razones de competencia, el Registrador remitió el balance al Consejo Nacional electoral mediante oficio DRN-309 del 3 de septiembre de 2008 “en razón a que” a juicio del Registrador “se pueden vislumbrar algunas infracciones al artículo 2° en concordancia con el artículo 1° de la resolución 0067 del 30 de enero de 2008”. De suerte que, a la fecha de radicación del proyecto de ley ante la Secretaría de la Cámara de Representantes, el 10 de septiembre de 2008,  la organización electoral no había certificado, ni a la fecha lo ha hecho,  el cumplimiento de los requisitos exigidos para la realización de los mecanismos de participación ciudadana, y en el presente caso, del referendo de iniciativa ciudadana para reformar la constitución.
El cumplimiento de los requisitos constitucionales y de los requisitos previstos en la ley estatutaria de la participación ciudadana, es presupuesto indispensable para avanzar en el trámite de discusión y aprobación de la ley en el Congreso de la República. La no expedición del certificado de la organización electoral, previsto en el artículo 27 de la LEPC, inhibía al Congreso para discutir y aprobar la ley sometida a su consideración por los ciudadanos. Esta irregularidad fue advertida por varios parlamentarios y expresada en los diferentes debates surtidos en Senado y Cámara. Independientemente del curso del proceso penal que adelanta la Corte Suprema de Justicia por la eventual comisión del delito de prevaricato denunciado por un parlamentario, la discusión y aprobación de la ley que convoca al referendo para reformar la constitución, sin que se hubiere agotado la etapa previa en lo referido a la certificación de la organización electoral prevista en el artículo 27 de la ley y la existencia de una irregularidad ostensible consistente en la violación de los topes de gastos y topes de contribuciones individuales fijados por el CNE , constituye una irregularidad de aquellas que la Corte califica como vicio insubsanable, por tratarse de  normas que hacen parte del bloque de constitucionalidad en sentido lato cuya vulneración implica vulneración de las normas constitucionales que regulan el procedimiento de reforma constitucional y en particular por violación del principio constitucional de igualdad que justifica la existencia de normas que imponen límites a los gastos de financiación de las campañas. Dichos límites  de financiación impiden que unas campañas de participación ciudadana, accedan y dispongan de más recursos que otras,  de tal forma que todos los ciudadanos que pretendan servirse de los mecanismos de participación ciudadana para el ejercicio de sus derechos políticos, deban hacerlo dentro de los precisos límites que la ley estatutaria y las normas de las autoridades electorales les imponen.  La vulneración ostensible de dichos límites que se concluye de la simple comparación de la Resolución 0067 de 2008 y el Balance contable presentado por el comité de promotores, configura un vicio en el procedimiento que vulnera los artículos 378, 379, 103 y  13 de la Constitución Política   por lo cual la Corte Constitucional debe declarar la inconstitucionalidad de la ley 1354 de 2009 por vicios de procedimiento en su proceso de formación. No es aplicable aquí el principio de instrumentalidad de las formas, ya que justamente la vulneración de los procedimientos en la etapa previa de campaña de la iniciativa ciudadana configuran violación  de los artículos 97 y 98 de la ley 134 de 1994 y del principio constitucional de igualdad formulado en el artículo 13 de la Constitución que fundamenta  y justifica la regulación estatutaria que limita los gastos de las campañas, parámetro normativo para hacer el juicio de constitucionalidad.
El segundo cargo, ni siquiera debería ser planteado, ya que las irregularidades de la etapa previa a la radicación del proyecto ante el Congreso, vician la constitucionalidad de todo lo actuado por esta corporación sin el cumplimiento pleno de los requisitos previos consignados en la ley estatutaria de la participación ciudadana. No obstante, procedemos a plantear como irregularidad que vulnera  el principio de consecutividad  las condiciones bajo las cuales se realizó la sesión del 17 de diciembre a partir de las 00 horas   por  convocatoria a sesiones extraordinarias  mediante decreto presidencial 4742 de 16 de diciembre de 2008
 . La reunión realizada por la plenaria de la Cámara de representantes a partir del 16 de diciembre a la media noche, con el fin de aprobar el proyecto de ley de referendo,  se efectuó fuera de las condiciones constitucionales, carece de toda validez, y a los actos realizados en ellas no puede dárseles efecto alguno, al tenor de lo previsto en el artículo 149 de la Constitución.

De conformidad con lo previsto en el artículo 138 y 200-2  de la Constitución, también se reunirá el Congreso en sesiones extraordinarias, por convocatoria del gobierno y durante el tiempo que éste señale”. “en el curso de ellas, sólo podrá ocuparse en los asuntos que el Gobierno someta a su consideración”. Por su parte el artículo 85 de la ley 5 de 1992, orgánica del Congreso, define las sesiones extraordinarias como aquellas que “son convocadas por el Presidente de la república, estando en receso constitucional el Congreso y para el ejercicio de atribuciones limitadas”. 

De la lectura sistemática de las dos disposiciones se colige que la facultad del Presidente para convocar al Congreso a sesiones extraordinarias opera cuando éste se encuentra en receso constitucional. 
Mediante Decreto 4742 del 16 de diciembre de 2008 publicado en el Diario Oficial 47205 del 17 de diciembre de 2008, el Presidente de la República convocó al congreso a sesiones extraordinarias para el día 17 de diciembre de 2008 para que esa Corporación se ocupara de dar trámite entre otros, al proyecto de ley 138 de 2008 de Cámara, por medio del cual se convoca a un referendo constitucional y se somete a consideración del pueblo un proyecto de reforma constitucional. El decreto indica que rige a partir de la fecha de su expedición.

Se excedió el Presidente en el ejercicio de sus funciones constitucionales, al convocar al Congreso a sesiones extraordinarias el 16 de diciembre encontrándose dicha corporación en sesiones ordinarias. Ello es así, porque la ley orgánica del congreso establece como presupuesto temporal para que el Presidente pueda hacer uso de dicha Facultad, que el órgano legislativo se encuentre en receso. La sesión del congreso convocada por el Presidente se realiza a partir de la medianoche del 16 de diciembre, sin que se haya surtido la publicación del decreto en cuestión.  De conformidad con lo previsto en el artículo 119 literal c) de la ley 489 de 1998,  los decretos con fuerza de ley, los decretos y resoluciones ejecutivas expedidas por el Gobierno Nacional y los demás actos administrativos de carácter general, expedidos por todos los órganos, dependencias, entidades u organismos del orden nacional de las distintas ramas del poder público de y de los demás actos de carácter nacional deben publicarse en el Diario Oficial. Únicamente con la publicación que de los actos administrativos de carácter general se haga en el diario Oficial, se cumple con el requisito de publicidad, para efecto de su vigencia y oponibilidad. Mediante sentencia C-646 de 2000, M.P. Fabio Morón Díaz la Corte Constitucional declaró la exequibilidad de la disposición citada. A propósito del principio constitucional de publicidad la Corte afirma en esta providencia: “La democracia, ha dicho la Corte Constitucional, “presupone la existencia de una opinión pública libre e informada”, una opinión conformada por sujetos autónomos, libres, dotados de razón y como tales titulares del derecho deber de participación, que los habilita y obliga a ejercer las funciones de control político, necesarias para garantizar el equilibrio, la juridicidad y la pertinencia de las actuaciones que emanan de las autoridades de las diferentes Ramas del Poder Público. La publicidad es una condición de legitimidad, que activa el principio de obligatoriedad de la norma jurídica”

“La jurisprudencia y la doctrina distinguen entre actos administrativos de carácter general y abstracto y actos administrativos de contenido particular y concreto, unos y otros, desde luego, deben ser difundidos, esto es dados a conocer a los asociados por las autoridades que los producen, de acuerdo con los mandatos de la ley y en desarrollo de los principios de transparencia y publicidad que consagra el artículo 209 de la C.P. 

Ahora bien, de lo que se trata es de establecer si dicho principio, tal como lo sostiene el actor, sólo encuentra plena realización mediante la publicación, sin distingo, de todos los actos administrativos en el diario oficial, gaceta o cualquier otro medio oficial de divulgación, o si por el contrario el legislador, en ejercicio de la cláusula general de competencia de la cual es titular según lo dispone el artículo 150 superior, puede y debe diseñar otros mecanismos distintos a la publicación del correspondiente acto en el diario oficial, atendiendo la naturaleza y específicas características de los distintos actos administrativos.

Para ello hay que decir, que además de la divulgación de las actuaciones de los órganos de poder público como mecanismo de consolidación de la democracia participativa y condición esencial para el ejercicio del derecho de control político, son dos los objetivos que se persiguen con la exigencia de realización del principio de publicidad respecto de los actos administrativos, el primero determinar la fecha de entrada en vigencia de las disposiciones que contiene el respectivo acto y el segundo garantizar la oponibilidad al contenido de los mismos por parte de los ciudadanos legitimados para el efecto.

La regla general es que el acto administrativo entre en vigencia desde el momento de su expedición, siempre y cuando se hayan cumplido los requisitos de publicación o notificación según sea el caso. En consecuencia, el acto administrativo que no haya sido publicado o notificado será un acto ineficaz, esto es que no producirá efectos, lo que no quiere decir, desde luego, que sea nulo o inexistente. El acto administrativo es válido desde que se expide, pero su contenido únicamente vincula y se impone desde el momento en que se cumplen los requisitos de publicación o notificación, según se trate de actos de contenido general y abstracto o de actos de contenido particular y concreto respectivamente”.

 Si la finalidad de la publicación de los decretos del Gobierno Nacional, es garantizar el conocimiento oportuno de las decisiones de las autoridades y órganos del poder público con el fin de que los ciudadanos tengan la oportunidad de ejercer los derechos constitucionales de control jurisdiccional y/o político consignados en la Carta, la publicación extemporánea del Decreto gubernamental, cuando ya la Cámara de Representantes había aprobado en segundo debate el proyecto de ley que convoca al referendo, vulnera el derecho de acceso oportuno a la información relevante en este caso para el futuro político de la comunidad, y vulnera también el derecho constitucional  a la participación ciudadana, que permite controvertir, disentir, opinar, expresar a propósito de las decisiones adoptadas por los gobernantes. La entrada en vigencia del decreto a partir de su expedición, el 16 de diciembre, sin que se hubiera surtido la publicación respectiva en el Diario Oficial, no afecta la validez del decreto, pero vulnera de manera grave el principio constitucional de la publicidad, inherente a los sistemas democráticos de derecho. Es incompatible con la democracia, la adopción de medidas cuya ejecución ocurre con pleno desconocimiento de la ciudadanía.    A nuestro juicio, el vicio es de aquellos que la Constitución denomina insubsanables, ya que la reunión realizada por la plenaria de la Cámara de Representantes en la madrugada del 17 de diciembre de 2008 no fue anunciada mediante la publicación oportuna del decreto de convocatoria a sesiones extraordinarias tal como lo ordena la Constitución y las decisiones adoptadas por la corporación ésa madrugada se produjeron cuando el decreto de convocatoria a sesiones extraordinarias no había sido publicado. En otras palabras, la vulneración del principio constitucional de publicidad, relevante en el trámite de las leyes, no afecta la validez del Decreto del gobierno Nacional pero constituye una irregularidad de tal gravedad que afecta la validez de las decisiones adoptadas por la Cámara de Representantes en la madrugada del 17 de diciembre, de tal forma que, se vulnera el principio de consecutividad, ya que todo lo actuado a partir de la media noche del 16 de diciembre carece de valor jurídico. La ausencia de 2° debate y aprobación del proyecto de ley por la plenaria de la cámara de representantes, constituye un vicio insubsanable que debe conducir a la declaratoria de inexequibilidad de la ley 1354 de 2009.

� Corte Constitucional, Sentencia C-487 de 2002, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Corte Constitucional, Sentencias: C-227 de 1997, M.P. Gregorio Hernández Galindo; C-543 de 1998 M.P. Carlos Gaviria Díaz, C-487 de 2002 M.P. Álvaro Tafur Galvis,  C-614 de 2002 M.P.  Rodrigo Escobar Gil.


� C-970 de 2005, C-753 de 2004, C-971 de 2004, Aclaración de voto del Magistrado Antonio Sierra, C-1040 de 2005.Aclaración y salvamento parcial del Magistrado Antonio Sierra Porto.





� Sentencia C-551 de 2003


� Sentencia C-1050 de 2005


� Ver por ejemplo las Sentencias C-472 de 2006, M.P. Manuel José Cepeda E, C-740 de 2006 M.P. Manuel José Cepeda E, C-986 de 2006 M.P. Manuel José Cepeda E. En estos procesos los demandantes, siguiendo la metodología propuesta por la Corte Constitucional, intentaron construir el juicio de sustitución de la constitución sustitución de un elemento esencial  del Estado Social de Derecho: el derecho a la negociación colectiva. 


� Ver en este sentido la aclaración de voto del Magistrado Rodrigo Uprimny a la sentencia 668 de 2004, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Por lo que hace al examen de irregularidades en el proceso de formación de las leyes y actos legislativos, la jurisprudencia� ha señalado que al estudiar su dimensión la Corte debe agotar los siguientes pasos: 





Debe indagar si el defecto es de suficiente entidad como para constituir un vicio susceptible de afectar la validez de la ley o acto reformatorio de la Constitución; 





En caso de que la irregularidad represente un vicio, debe la Corte estudiar si existió o no una convalidación del mencionado vicio durante el trámite mismo de la ley o acto legislativo; 





Si el vicio no fue convalidado, debe la Corte analizar si es posible devolver la ley o acto legislativo al Congreso y al Presidente para que subsanen el defecto observado; y 





Si no se presenta ninguna de las anteriores hipótesis, la Corte debe determinar si es posible que ella misma subsane, en su pronunciamiento, el vicio detectado, de conformidad con los lineamientos arriba trazados, y respetando siempre el principio de razonabilidad.


Sentencia C-277 de 2007 MP. Humberto Antonio Sierra Porto. 


� Ver Gacetas del Congreso 37 y 77 de 2009.
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